
Desde finales de los años 40 se venían adoptando decisiones encaminadas a ampliar las funciones del Banco en
materia de regulación y ejecución de la política monetaria y crediticia. Tales medidas se concretaron mediante el
Decreto legislativo 756 de 1951, el cual le otorgó al Banco atribuciones para diseñar políticas monetaria,
crediticia y cambiaria, a fin de crear condiciones propicias para el desarrollo ordenado de la economía
colombiana. Para ello se hicieron flexibles algunas de las facultades que el Banco tenía, y se le asignaron nuevas
funciones sobre la fijación de los cupos de crédito, la determinación del descuento y de las tasas de interés, los
porcentajes de encaje legal y las condiciones de elegibilidad de las obligaciones bancarias. Mediante estas
atribuciones se consolidó su función como banco central, con amplias facultades para el diseño y ejecución de la
política monetaria y crediticia del país.


